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DE LA PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA PARA RECLAMAR PRESTACIONES DE LA SEGURIDAD SOCIAL. De acuerdo con la copiosa jurisprudencia del máximo órgano de cierre en materia constitucional
, la acción de tutela no es el medio idóneo para el reconocimiento y pago de prestaciones de la Seguridad Social, pues  al versar sobre derechos de orden legal, se deben debatir ante la jurisdicción laboral o la contenciosa administrativa.
Según el inciso 3° del artículo 86 de la Constitución Nacional, la acción de tutela “solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.

La acción de tutela es pues subsidiaria, no alternativa o supletoria de los recursos ordinarios, pues procede cuando la persona no cuenta con otros medios de defensa judicial, cuando estos resultan ineficaces, o en aquellos eventos en que se pretenda evitar un perjuicio irremediable, como mecanismo transitorio, mientras la justicia decide.

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

ACCIÓN DE TUTELA

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, dos de junio de dos mil diecisiete
Acta N° 0         de  2 de junio de 2017
Procede la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira a resolver el recurso de apelación interpuesto por la señora RUTH ISABEL REYES PAREDES contra la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira el 18 de abril de 2017, dentro de la acción de tutela por él iniciada contra COLFONDOS S.A., MUNICIPIO DE PEREIRA y  COLPENSIONES.
HECHOS QUE ORIGINARON LA ACCIÓN:

Indica la señora Reyes Paredes que en el mes de junio de 2016 radicó ante Colfondos S.A. la solicitud de reconocimiento y pago de la pensión de vejez y/o la devolución de saldos, sin que hasta la fecha la entidad haya tramitado dicha solicitud, pues a pesar de haber radicado 4 derechos pensionales en los que reclama información del trámite, le ha sido indicado que se encuentra en proceso la actualización y/o reconstrucción de su historia laboral con Colpensiones, situación que estima vulneratoria de sus derechos fundamentales de petición, debido proceso y mínimo vital, pues requiere de la prestación que reclama para satisfacer sus necesidades básicas.

Es por lo anterior que solicita la protección de tales garantías y en consecuencia, que se ordene a Colpensiones y al Municipio de Pereira que actualicen y reconstruyan, dentro del plazo que estime el juez, su historia laboral y a Colfondos S.A. que reconozca la pensión de vejez o la devolución de saldos a que tenga derecho.

TRÁMITE IMPARTIDO

El trámite de la presente acción, le correspondió por reparto al Juzgado Tercero Laboral del Circuito de esta ciudad, el cual, una vez la admitió, concedió a la parte accionada el término de dos (2) días, a efectos de que ejerciera su derecho de defensa.
El municipio de Pereira se vinculó a la litis indicando que desde el 23 de agosto del año 2016, puso en conocimiento de Colfondos los trámites adelantados por ese ente territorial a efectos de liquidar la cuota parte del bono pensional tipo A que le corresponde pagar a favor de la señora Reyes Paredes.

Sostiene también, que una vez revisado el aplicativo de bonos pensionales pudo establecer que el Ministerio de Hacienda, pidió la cancelación de la solicitud de liquidación del bono con el fin de Colfondos revise la historia laboral, pues considera que su obligación en el pago de la prestación que aquí se reclama ya está cumplida, advirtiendo que no existe en sus archivos ninguna novedad que altere el tiempo ya certificado por el municipio de Pereira para liquidar el título pensional.

Colfondos S.A. por su parte, adujo en su defensa que la señora Ruth Isabel Reyes Paredes no ha radicado en esa entidad petición relacionada con el reconocimiento y pago de prestación económica alguna, no obstante advirtió que la accionante tiene derecho a un bono Pensional tipo A modalidad II, cuyo trámite se encuentra suspendido por el Ministerio de Hacienda y Crédito Público debido a una investigación abierta, que deben ser analizados y solucionados en su origen por la AFP en orden a superar el inconveniente generado en la emisión del título pensional.  Recomendación que fue acatada, pues en la actualidad se encuentra realizando la reconstrucción de la historia laboral de la peticionaria para determinar las prestaciones a que haya lugar.

En virtud de lo anterior, solicitó la vinculación del municipio de Pereira, del Departamento de Risaralda y de la Nación, todos participes en el citado bono. 

Finalmente, luego de un recuento normativo y jurisprudencial relacionado con sus funciones,  indica, respecto a las pretensiones de la actora, que no es de su resorte la emisión y pago del bono pensional, al paso que sostiene que para el reconocimiento de la pensión debe existir el dinero suficiente en su cuenta de ahorro individual para financiar la pensión.
Colpensiones, guardó silencio dentro del presente trámite.

Llegado el día de fallo, la juez de primer grado negó la protección reclamada, al advertir que la reconstrucción de la historia laboral es un trámite necesario para determinar la procedencia del derecho que reclama la tutelante, lo cual requiere de su intervención y de la de Colpensiones y que en cualquier caso, debe ser la justicia ordinaria la que determine si hay lugar al reconocimiento de las prestaciones que pretende.
Inconforme con la decisión la tutelante la impugnó solicitando la protección de los derechos fundamentales que alega conculcados, indicando que Colfondos S.A. no ha actuado en debida forma, pues niega que se haya radicado solicitud pensional, cuando existe evidencia en el proceso que, en efecto, tal petición se presentó.

Expuso también que desde el 7 de abril de 2017  Colpensiones  efectúo la actualización de la historia laboral de la señora Reyes Paredes en la Oficina de Bonos Pensionales –fl 76-, por lo que no puede de ningún modo continuar la AFP informando a la peticionaria que el proceso de reconocimiento pensional se encuentra condicionado a la reconstrucción de tal información.

También echó de menos que no se haya tomado decisión respecto a la solicitud de Colfondos de vincular al Departamento de Risaralda y a la Oficina de Bonos Pensionales Ministerio de Hacienda y Crédito Público, como litisconsortes necesarios.

CONSIDERACIONES DE LA SALA

El asunto bajo análisis plantea a la Sala el siguiente problema jurídico:

¿Procede la acción de tutela para solicitar el pago de una prestación de la seguridad social?
Antes de abordar los interrogantes formulados, cabe recordar que el artículo 86 de la Constitución Nacional consagró la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales de las personas cuando resulten amenazados o vulnerados por acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en ciertos casos.

1. PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA 

Una de las características de éste mecanismo de protección excepcional, es la de constituir un instrumento jurídico de naturaleza subsidiaria y residual, que sólo se abre paso cuando el afectado carece de otros medios de defensa, o cuando, existiendo, se la utiliza como mecanismo transitorio de aplicación inmediata, para evitar un perjuicio irremediable.

Frente a la procedencia de la acción de tutela, cuando existen mecanismos ordinarios de defensa, la Corte Constitucional, en la sentencia T-271-13, expuso lo siguiente:

“La Corte ha sido particularmente incisiva en señalar que la acción de tutela no fue diseñada por el Constituyente de 1991 como un medio judicial alternativo, adicional o complementario de los establecidos por la ley para la defensa de los derechos, pues con ella no se busca reemplazar los procesos ordinarios o especiales y, menos aún, desconocer los mecanismos dispuestos al interior de estos procesos para controvertir las decisiones que se adopten. Acorde con los principios de inmediatez y subsidiariedad que le son consustanciales, el propósito perseguido por la acción de tutela se concreta en garantizar la protección efectiva y actual, pero supletoria, de los derechos constitucionales fundamentales”

No obstante en Sentencia T-0795-2007, la Corte Constitucional en tema similar al que hoy ocupa la atención de la Sala, frente a la procedencia de la acción de tutela para solicitar la emisión de bonos pensionales, indicó lo siguiente:

“De la jurisprudencia constitucional se desprende que, como regla general, la acción de tutela no resulta procedente para ordenar el reconocimiento de derechos que sean motivo de litigio, pues es claro que, en principio, las controversias suscitadas entre distintas partes se deben ventilar ante los jueces competentes y en uso de los procedimientos para tal efecto establecidos.

Conforme al anterior planteamiento, una controversia referente a la tardanza en la emisión de un bono pensional escapa a los propósitos de protección inherentes a la acción de tutela. Sin embargo, distintas Salas de Revisión de esta Corte han estimado que cuando la demora en la emisión de un bono pensional impide el oportuno reconocimiento de pensiones de jubilación o de vejez, la acción de tutela procede como remedio excepcional para la protección del derecho a la seguridad social en conexidad con el derecho al mínimo vital y la dignidad humana
.

Así, respecto de aquellos casos en los cuales el reconocimiento y pago de una pensión depende de la exigencia de un bono pensional, la jurisprudencia de esta Corporación ha indicado que la tutela procede siempre que no sea utilizada como mecanismo para pretermitir el trámite administrativo correspondiente o para procurar la protección del derecho de petición sin haber presentado solicitud expresa a la entidad encargada de emitir el bono (i) y, de igual manera, ha insistido en que se debe comprobar que los trámites administrativos dilatan de manera injustificada la decisión de fondo sobre la pensión (ii) y que a causa del retardo en la expedición del bono pensional se produce una vulneración de derechos fundamentales, dadas las especiales condiciones de la persona que aspira a obtener la pensión (iii)
”.

Ahora, recientemente en la Sentencia T-059 de 2017, la misma Corporación determinó los pasos que deben seguirse para la liquidación, expedición, emisión y redención de bonos pensionales, siendo éstos: 

“Por otra parte, el procedimiento para la liquidación, emisión y expedición de los bonos pensionales tipo A presupone el agotamiento de las siguientes etapas: (i) conformación de la historia laboral del afiliado; (ii) solicitud y realización de la liquidación provisional; (iii) aceptación por parte del afiliado de la liquidación provisional; (iv) emisión; (v) expedición; (vi) redención y (vii) pago del bono pensional. A continuación se describirán brevemente cada una ellas:

(i) Una vez el beneficiario del bono realiza la solicitud, de conformidad con lo previsto en el artículo 22 del Decreto 1513 de 1998, el primer paso para la tramitación del bono pensional es la conformación de la historia laboral del afiliado, que se realiza mediante la información que éste suministra a su AFP y la información que la AFP solicita a las entidades a las cuales el trabajador realizó cotizaciones diferentes al ISS. La información así obtenida es ingresada por la AFP al Sistema Interactivo que para el efecto tiene la OBP
. La información sobre cotizaciones realizadas por el trabajador al ISS se obtiene del archivo masivo que para el efecto tiene el ISS. Si se presenta alguna variación posterior de esta información y así lo certifica el ISS, la AFP debe digitar esta nueva información en el Sistema Interactivo de la OBP.

(ii) Conformada la historia laboral, la Administradora de Fondos de Pensiones, en representación del afiliado, debe solicitar al emisor del bono pensional la liquidación de éste, para lo cual debe definir el salario base para el cálculo del bono pensional.
(…)”
2. DEL DEBIDO PROCESO

El artículo 29 superior, señala que "el debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas", lo cual indica que tanto las autoridades judiciales como las administrativas, deben actuar respetando y garantizando el ejercicio del derecho de defensa, dentro de los procedimientos diseñados por el legislador y observando los términos establecidos para adelantar las actuaciones.

En ese sentido ha dicho la Corte desde sus inicios:

 “La consagración de los términos judiciales por el legislador y la perentoria exigencia de su cumplimiento, tienen íntima relación con el núcleo esencial del derecho al acceso a la justicia y al debido proceso, pues la indeterminación de los términos para adelantar las actuaciones procesales o el incumplimiento de éstos por las autoridades judiciales, puede configurar una denegación de justicia o una dilación indebida e injustificada del proceso, ambas proscritas por el Constituyente.”

Más recientemente manifestó:

“Como acaba de señalarse las disposiciones que integran el ordenamiento jurídico y que se ocupan del diseño de los procedimientos y la fijación de términos preclusivos para las actuaciones de las partes y de las autoridades sirven al propósito de materializar los valores y principios del ordenamiento. Esa finalidad conmina a su observancia estricta y no permite la atenuación de las cargas, en la medida en que son necesarias para la seguridad jurídica, la garantía de acceso efectivo a la administración de justicia y constituyen parámetros que permiten hacer efectiva la igualdad entre los asociados.”

3. CASO CONCRETO

Si bien la acción de tutela no fue concebida para ser utilizada como mecanismo principal por quienes aspiran al reconocimiento y pago de la pensión de vejez, lo cierto es que esta actuación ha permitido establecer de que se han presentado una serie de obstáculos que han impedido que Colfondos S.A. defina si a la actora le asiste o no derecho a la prestación reclamada y/o a la devolución de saldos y ello se evidencia en la negativa de la Oficina de Bonos Pensionales del Ministerio de Hacienda y Crédito Público de emitir el título pensional debido a la apertura de una investigación que debe ser superado por la AFP accionada, para permitir la continuidad del trámite.

Tal es el conocimiento de Colfondos S.A. de dicha obligación, que según manifestó al dar respuesta a la acción –fl 52 vto- y en varias oportunidades a Reyes Paredes al contestar los diferentes derechos de petición que formuló, que se encontraba efectuado la reconstrucción de su historia laboral; no obstante, conforme se informó al momento de impugnar la decisión, Colpensiones, desde el 7 de abril del presente año puso en conocimiento que su historia laboral se encontraba actualizada ante la Oficina de Bonos Pensionales –fl 76-.

Lo anterior indica que a la fecha no existe obstáculo alguno para que solicite a la Oficina de Bonos Pensionales la liquidación del bono pensional, en aras de dar continuidad al trámite que viene adelantando la señora Reyes Paredes.

En ese sentido, innecesario resulta la vinculación de Departamento de Risaralda y del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, pues i) en cabeza del primero no estaba la entrega del archivo masivo que se requiere para la emisión de bonos pensionales, ya que de acuerdo con lo establecido en el artículo 5 del Decreto 3798 de 2003, ese es una obligación de Colpensiones y ii) frente a la segundo, luego de la actualización de la historia laboral, no le ha sido elevada la solicitud de liquidación del título pensional. 
En el anterior orden de ideas, se revocara la sentencia impugnada, para en su lugar amparar el derecho fundamental al debido proceso del cual es titular la señora Reyes Paredes y como consecuencia, se ordenará COLFONDOS S.A., a través de su Representante Legal, doctora Lina Margarita Lengua Caballero, que en el término improrrogable de cuarenta y ocho (48) horas proceda a solicitar a la Oficina de Bonos Pensionales la liquidación del bono pensional Tipo A necesario para continuar con el trámite pertinente.  

En virtud de lo dicho, la Sala de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 

RESUELVE:

PRIMERO: REVOCAR la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira, el día 18 de abril de 2017.
SEGUNDO: TUTELAR el derecho fundamental al debido proceso del cual es titular la señora RUTH ISABEL REYES PAREDES.
TERCERO: ORDENAR a COLFONDOS S.A., a través de su Representante Legal, doctora Lina Margarita Lengua Caballero, que en el término improrrogable de cuarenta y ocho (48) horas proceda a solicitar a la Oficina de Bonos Pensionales la liquidación del bono pensional Tipo A necesario para continuar con el trámite administrativo que viene adelantando la señora Ruth Isabel Reyes Paredes.  

CUARTO: NOTIFÍQUESE esta decisión a las partes por el medio más expedito.
QUINTO: ENVÍESE, lo más pronto posible, a la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

Notifíquese y Cúmplase.

Los Magistrados,
JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES        OLGA LUCÍA HOYOS OCAMPO
ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
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